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Señores  

JUZGADO 001 LABORAL DEL CIRCUITO DE QUIBDÓ 

Despacho. 

 

 

REFERENCIA:   ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
DEMANDANTE:  LUISA CHAVERRA POTES CC. 54252805 

DEMANDADO: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
COLPENSIONES Y SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDO 
DE PENSIONES Y CESANTIAS COLFONDOS S.A. 

TEMA:    INEFICACIA / NULIDAD TRASLADO DE REGIMEN   
REPARTO:   2447 
RADICADO:   27001310500120230016400 
BIZAGI:   2023_17139649  
ASUNTO:   CONTESTACION DE DEMANDA 
 

MAIRA LORENA CHAVERRA MOSQUERA, abogada en ejercicio, identificada civil y 

profesionalmente como se indica al pie de mi firma, obrando en mi calidad de apoderada judicial de 

la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, entidad pública con 

domicilio en la ciudad de Medellín, Carrera 43 A No. 34 – 95 Centro Comercial Almacentro Local 

285, conforme a la sustitución de poder otorgada por el apoderado principal, a quien esa entidad del 

Estado le ha confiado la representación y defensa judicial de sus intereses en el asunto de la 

referencia, estando dentro del término concedido por la Ley para las entidades públicas, me permito 

a continuación, dar respuesta a la demanda promovida por la parte actora, en los siguientes 

términos: 

NATURALEZA JURIDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACION LEGAL Y 

DOMICILIO. 

 

La administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES, es una empresa industrial y 

comercial del Estado del orden Nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y 

patrimonio independiente, vinculada al Ministerio de la PROTECCIÓN SOCIAL, organizada como 

entidad financiera de carácter especial, NIT 900336004-7, cuyo objeto consiste en la administración 

estatal del régimen de prima media con prestación definida incluyendo la administración de los 

beneficios económicos periódicos (BEPS) de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005 modificatorio 

del artículo 48 de la Constitución Política, y que para ello se ciñe a la Ley o norma que la creó o 

autorizó y a sus Estatutos internos. 

 

La representación legal de la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES, la 

ejerce el Doctor JUAN MIGUEL VILLA LORA, identificado con cedula de ciudadanía número 

12.435.765, quien obra en calidad de presidente, según consta en el Acuerdo 138 del 17 de octubre 

del 2018, y Acta de Posesión de la misma anualidad.  

 



                                                                                            

MAIRA LORENA CHAVERRA MOSQUERA  

ABOGADA 

T.P. 281427 DEL C.S.J 

CEL. 3122989357 – EMAIL MCHAVERRAMOSQUERA@GMAIL.COM 

 

Página 2 de 28 

 

 

A partir del 1 de octubre de 2012, la Administradora Colombiana de Pensiones – 

COLPENSIONES inició operaciones como Administradora del Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida de conformidad con el Decreto 2011 de 2012. 

 

El domicilio principal de la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES es la 

ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B piso 11, No. Telefónico: 217-0100. 

 

El domicilio principal de COLFONDOS es la ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 7 Numeral 1, 

número 26-23 piso . NIT. 800198644-5. 

 

FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA. 

PRIMERO: Se acepta como cierto, en tanto que ello se desprende de los documentos allegados con 

la demanda. 

SEGUNDO: Se acepta como cierto, en tanto que ello se desprende de los documentos allegados 

con la demanda. 

TERCERO: Se acepta como cierto, en tanto que ello se desprende de los documentos allegados con 

la demanda. 

CUARTO: A la suscrita no le consta veracidad de tal afirmación, así pues, se considera que sobre la 

misma recae o se traba el presente litigio, en ese sentido, deberá ser suficiente y debidamente 

probada en la oportunidad procesal pertinente. 

QUINTO: A la suscrita no le consta veracidad de tal afirmación, así pues, se considera que sobre la 

misma recae o se traba el presente litigio, en ese sentido, deberá ser suficiente y debidamente 

probada en la oportunidad procesal pertinente. 

SEXTO: A la suscrita no le consta veracidad de tal afirmación, así pues, se considera que sobre la 

misma recae o se traba el presente litigio, en ese sentido, deberá ser suficiente y debidamente 

probada en la oportunidad procesal pertinente. 

SEPTIMO: A la suscrita no le consta veracidad de tal afirmación, así pues, se considera que sobre la 

misma recae o se traba el presente litigio, en ese sentido, deberá ser suficiente y debidamente 

probada en la oportunidad procesal pertinente. 

OCTAVO: A la suscrita no le consta veracidad de tal afirmación, así pues, se considera que sobre la 

misma recae o se traba el presente litigio, en ese sentido, deberá ser suficiente y debidamente 

probada en la oportunidad procesal pertinente. 

NOVENO: Se acepta como cierto, pues ello se desprende de los documentos aportados con la 

demanda. 
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DECIMO: Se acepta como cierto, pues ello se desprende de los documentos aportados con la 
demanda, no obstante, mi prohijada carece de competencia para reconocer dicha prestación pues la 
demandante no se encuentra afiliada al régimen de prima media con prestación definida. 
 
DECIMO PRIMERO: Se acepta como cierto, pues ello se desprende de los documentos aportados 
con la demanda. 
 

DECIMO SEGUNDO: A la suscrita no le consta veracidad de tal afirmación, así pues, se considera 

que sobre la misma recae o se traba el presente litigio, en ese sentido, deberá ser suficiente y 

debidamente probada en la oportunidad procesal pertinente. 

DECIMO TERCERO: A la suscrita no le consta veracidad de tal afirmación, así pues, se considera 

que sobre la misma recae o se traba el presente litigio, en ese sentido, deberá ser suficiente y 

debidamente probada en la oportunidad procesal pertinente. 

DECIMO CUARTO: A la suscrita no le consta veracidad de tal afirmación, así pues, se considera 

que sobre la misma recae o se traba el presente litigio, en ese sentido, deberá ser suficiente y 

debidamente probada en la oportunidad procesal pertinente. 

DECIMO QUINTO: A la suscrita no le consta veracidad de tal afirmación, así pues, se considera que 

sobre la misma recae o se traba el presente litigio, en ese sentido, deberá ser suficiente y 

debidamente probada en la oportunidad procesal pertinente. 

 
 

FRENTE A LA PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 

DECLARATIVAS 

A LA PRETENSIÓN PRIMERA: Me opongo a la prosperidad de dicha pretensión, tanto a las 

declarativas como a las condenatorias en atención a que la decisión adoptada por la entidad que 

represento fue adecuada y apegada absolutamente a la normatividad aplicable al caso concreto. 

A LA PRETENSIÓN SEGUNDA: Me opongo a esta pretensión, atendiendo que la decisión adoptada 

por la entidad que represento fue adecuada y apegada absolutamente a la normatividad aplicable al 

caso concreto. 

A LA PRETENSIÓN TERCERA: Me opongo a esta pretensión, atendiendo que la decisión adoptada 

por la entidad que represento fue adecuada y apegada absolutamente a la normatividad aplicable al 

caso concreto. 

DE CONDENA 

A LA PRETENSIÓN PRIMERA: Me opongo a la prosperidad de dicha pretensión, tanto a las 

declarativas como a las condenatorias en atención a que la decisión adoptada por la entidad que 

represento fue adecuada y apegada absolutamente a la normatividad aplicable al caso concreto. 
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A LA PRETENSIÓN SEGUNDA: Me opongo a esta pretensión, atendiendo que la decisión adoptada 

por la entidad que represento fue adecuada y apegada absolutamente a la normatividad aplicable al 

caso concreto. 

A LA PRETENSIÓN TERCERA: Me opongo a esta pretensión, atendiendo que la decisión adoptada 

por la entidad que represento fue adecuada y apegada absolutamente a la normatividad aplicable al 

caso concreto 

A LA PRETENSIÓN CUARTA: Me opongo a la prosperidad de dicha pretensión, en atención a que 

la decisión adoptada por la entidad que represento fue adecuada y apegada absolutamente a la 

normatividad aplicable al caso concreto, además, COLPENSIONES respeta el libre albedrio que 

tienen sus afiliados a la hora de migrar de régimen y al momento del demandante, bien sea por 

voluntad propia o según  lo manifestado por él, en el escrito de la demanda, por medio de engaños, 

de cualquier manera, COLPENSIONES no tuvo injerencia y mucho menos fue determinante, a la 

hora en que el demandante decidió trasladarse al RAIS, solo respetó la decisión del mismo. 

La facultad de migrar de un régimen pensional a otro surge por disposición del artículo 13 Ley 100 
de 1993, modificado por el artículo 2 de la ley 797 de 2003 donde señaló: 
 
“Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen de pensiones que 
prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo podrán trasladarse de régimen por una 
sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la selección inicial. Después de un (1) año de la 
vigencia de la presente ley, el afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) 
años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez; (aparte subrayado 
condicionado bajo el entendido que “ las personas que reúnen las condiciones del régimen de 
transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que habiéndose trasladado al régimen 
de ahorro individual con solidaridad, no se hayan regresado al régimen de prima media con 
prestación definida, pueden regresar a éste -en cualquier tiempo-, conforme a los términos 
señalados en la sentencia C-789 de 2002).  
 

A LA PRETENSIÓN QUINTA: Me opongo a esta pretensión, atendiendo que la decisión adoptada 

por la entidad que represento fue adecuada y apegada absolutamente a la normatividad aplicable al 

caso concreto.  

A LA PRETENSIÓN SEXTA: La misma será atendida según orden judicial. 

A LA PRETENSIÓN SEPTIMA: Me opongo a esta pretensión, atendiendo que la decisión adoptada 

por la entidad que represento fue adecuada y apegada absolutamente a la normatividad aplicable al 

caso concreto.  

 

RAZONES Y FUNDAMENTOS DE DERECHO EN QUE SE EDIFICAN LOS ARGUMENTOS DE 

DEFENSA. 

Ineficacia.  
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De acuerdo a la definición general de este concepto según la RAE, proviene de la falta de eficacia, 
que a su vez se traduce en la “Capacidad de lograr el efecto que se desea o se espera”.  
 
En materia legal y jurisprudencial dicho concepto se encuentra relacionado con los efectos jurídicos 
de existencia y validez que pueda generar un acto o negocio jurídico previamente establecido, por 
tanto, se manejan dos definiciones en sentido estricto e ineficacia en sentido amplio:  
 
“La ineficacia en sentido estricto se presenta en aquellos casos en los cuales la ley, por razones de 
diferente naturaleza, ha previsto que el acto no debe producir efectos de ninguna naturaleza sin que 
sea necesario la existencia de una declaración judicial en ese sentido.”  
 
“Bajo el concepto de ineficacia en sentido amplio suelen agruparse diferentes reacciones del 
ordenamiento respecto de ciertas manifestaciones de la voluntad defectuosas u obstaculizadas por 
diferentes causas. Dicha categoría general comprende entonces fenómenos tan diferentes como la 
inexistencia, la nulidad absoluta, la nulidad relativa, la ineficacia de pleno derecho y la inoponibilidad” 
(C-345/2017).  
 
Traído a nuestro caso específico de traslado de régimen pensional, la ineficacia se encuentra ligada 
a la validez y el efecto jurídico que produce la aceptación del afiliado de pasar de un régimen 
pensional a otro, y las consecuencias jurídicas que se desprenden hacia el futuro una vez se dé la 
declaratoria de inexistencia de vínculo entre ellos, dentro de las cuales se encuentra incluida la 
nulidad.  
 
Al respecto la CSJ en sentencia SL 1421-2019, señaló respecto a la ineficacia que “existirá ineficacia 
de la afiliación cuando quiera que i) la insuficiencia de la información afecte los intereses del afiliado 
en procura de reivindicar su derecho o el acceso al mismo; ii) no será suficiente la simple suscripción 
del formulario, sino el cotejo con la información brindada, la cual debe corresponder a la realidad; iii) 
en los términos del artículo 1604 del Código Civil corresponde a las Administradoras de fondos de 
pensiones allegar prueba sobre los datos proporcionados a los afiliados, (…)” 
  
 
Nulidad.  
 
Por su parte la nulidad en materia de traslado de régimen pensional ha venido siendo materializada 
como el efecto o consecuencia jurídica que genera la declaratoria de ineficacia de la vinculación o 
traslado de régimen pensional principalmente del régimen de prima media al régimen de ahorro 
individual, generando como consecuencia la conservación de los derechos de acceder a la 
prestación pensional por ser un derecho de rango constitucional, cuyo objetivo principal consiste en 
el “retorno al estado original, al momento en que se formalizó el acto anulado, mediante la restitución 
completa de las prestaciones que uno y otro hubieren dado o recibido, ha de valer el carácter tutelar 
y preservar situaciones consolidadas ya en el ámbito del derecho laboral ora en el de la seguridad 
social (…). (CSJ. SL 31989 de 2008).  
 
Partiendo de la base que los anteriores argumentos son los fundamentos legales para permitir el 
traslado de régimen de seguridad social, veremos si el desarrollo jurisprudencial de dichas figuras 
son interpretaciones garantistas que afectan los intereses de la entidad y se encuentran en contravía 
del ordenamiento, el principio de legalidad, seguridad jurídica y sostenibilidad fiscal del fondo de 
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pensión bajo la excusa de garantías de derechos fundamentales del acceso al sistema de seguridad 
social de los afiliados.  
 
Como conclusión sobre estos conceptos, se evidencia que por su naturaleza no son equiparables 
entre sí; por cuanto el primero hace referencia a la legalidad del acto de la vinculación y sus efectos 
hacia el futuro una vez sea declarada y por otra parte la nulidad se traduce simplemente en que el 
vínculo jurídico nunca nació a la vida jurídica.  
 
Del traslado de régimen pensional.  
 
La facultad de migrar de un régimen pensional a otro surge por disposición del artículo 13 Ley 100 
de 1993, modificado por el artículo 2 de la ley 797 de 2003 donde señaló: 
 
“Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen de pensiones que 
prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo podrán trasladarse de régimen por una 
sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la selección inicial. Después de un (1) año de la 
vigencia de la presente ley, el afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) 
años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez; (aparte subrayado 
condicionado bajo el entendido que “ las personas que reúnen las condiciones del régimen de 
transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que habiéndose trasladado al régimen 
de ahorro individual con solidaridad, no se hayan regresado al régimen de prima media con 
prestación definida, pueden regresar a éste -en cualquier tiempo-, conforme a los términos 
señalados en la sentencia C-789 de 2002).  
 
Postura de la Corte Suprema de Justicia frente al traslado de régimen pensional. 
  
En materia de traslado de régimen pensional el precedente jurisprudencial ha mantenido una 
posición garantista en favor de los afiliados, que reúne los siguientes escenarios:  
 
1.- Del consentimiento informado del afiliado: 
 
Al momento de aceptar su ingreso al fondo la jurisprudencia ha definido que las administradoras de 
pensiones tienen la obligación de garantizar una afiliación libre y voluntaria, mediante la entrega de 
información suficiente y transparente que le permita al afiliado elegir entre las diferentes opciones, la 
que mejor se ajuste a sus intereses; por cuanto, no puede alegarse «que existe una manifestación 
libre y voluntaria cuando las personas desconocen sobre la incidencia que aquella pueda tener 
frente a sus derechos prestacionales, ni puede estimarse satisfecho tal requisito con una simple 
expresión genérica; de allí que desde el inicio haya correspondido a las Administradoras de Fondos 
de Pensiones dar cuenta de que documentaron clara y suficientemente los efectos que acarrea el 
cambio de régimen, so pena de declarar ineficaz ese tránsito» (CSJ SL12136-2014).  
 
Así mismo la Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL 1688-2019, luego de realizar un recuento 
normativo, concluyó que “las AFP, desde su creación, tenían el deber de brindar información a los 
afiliados o usuarios del sistema pensional a fin de que estos pudiesen adoptar una decisión 
consciente y realmente libre sobre su futuro pensional”. 
  
2.- De la carga de la prueba:  
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En materia probatoria, por regla general corresponde a cada parte probar el supuesto de hecho que 
exhibe y atendiendo las situaciones particulares del caso, el juez puede invertir la carga de la 
prueba exigiendo probar determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más 
favorable para aportar las evidencias1. 
  
En los eventos de traslado de Régimen, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia sin 
atender las situaciones particulares de cada caso, invierte la carga de la prueba en cabeza del 
fondo privado y exime al demandante de probarla existencia de un vicio del consentimiento al 
momento de afiliarse al RAIS, obligando a que toda la carga probatoria recaiga exclusivamente en 
una de las partes, sin que exista un menor esfuerzo procesal en cabeza del demandante. Así las 
cosas, en aplicación de la teoría de la carga dinámica de la prueba, se ha invertido la carga 
probatoria, quedando en cabeza de los fondos de pensiones, la obligación de desvirtuar los 
supuestos alegados por los demandantes acerca de la suficiencia de la información suministrada al 
momento del traslado; exigencia probatoria que no ha podido ser acreditada por los fondos puesto 
que cuentan únicamente con los formularios de afiliación, conllevando que los fallos judiciales en la 
actualidad se expidan en contra de dichas entidades y de manera colateral afecten los intereses de 
Colpensiones. 
  
Por consiguiente, la posición jurisprudencial creó una situación ventajosa que favorece a los 
afiliados, puesto que su simple afirmación respecto a que el fondo no les brindó información precisa, 
clara y exacta, plasmada en una demanda interpuesta en cualquier tiempo, les viene permitiendo 
obtener el traslado al Régimen de Prima Media, sin que sea necesario que allegue el más mínimo 
elemento probatorio al interior del proceso.  
 
3.- De la interpretación del artículo 1604 del Código Civil:  
 
El artículo 1604 del Código Civil señala que “El deudor no es responsable sino de la culpa lata en los 
contratos que por su naturaleza solo son útiles al acreedor; es responsable de la leve en los 
contratos que se hacen para beneficio recíproco de las partes; y de la levísima en los contratos en 
que el deudor es el único que reporta beneficio. (…) La prueba de la diligencia o cuidado incumbe al 
que ha debido emplearlo;”  
 
La Corte Suprema dentro de la jurisprudencia objeto de análisis, invierte de manera irracional y no 
ponderada la carga de la prueba, suscitando que la responsabilidad en cabeza de los fondos se 
convierta en objetiva, toda vez que no exige al demandante aportar soporte alguno que demuestre la 
existencia de un vicio, fuerza o dolo al momento de afiliarse al RAIS; y obliga a que toda la carga 
probatoria recaiga exclusivamente en el fondo, sin que exista el menor esfuerzo procesal en cabeza 
del demandante.  
 
4.- De la naturaleza de los demandantes (parte débil y afiliado lego):  
 
Dentro de las providencias relacionadas con traslado de régimen, la Corte Suprema desconoció el 
precedente constitucional al valerse de manera generalizada de la presunta ignorancia de la ley por 
parte de los afiliados, para considerarlos como parte débil y en consecuencia legos o inexpertos, 
desconociendo adicionalmente que el error de derecho no es justificable en los negocios jurídicos, 
menos para buscar un aprovechamiento pensional.  
 

                                                           
1 Artículo 167 de la ley 1564 de 2012   



                                                                                            

MAIRA LORENA CHAVERRA MOSQUERA  

ABOGADA 

T.P. 281427 DEL C.S.J 

CEL. 3122989357 – EMAIL MCHAVERRAMOSQUERA@GMAIL.COM 

 

Página 8 de 28 

 

 

Sin embargo, la anterior posición no es de recibo de la totalidad de los Magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia, por cuanto en reciente pronunciamiento dentro del radicado 68852, el 
Magistrado Jorge Luis Quiroz aclaró su voto, señalando:  
 
“…el acto de traslado, si bien impone un deber de información suficiente de parte de las 
administradoras, ello, per se, no exonera al afiliado del deber de concurrir suficientemente ilustrado a 
la escogencia de su régimen pensional, de la cual dependerán sus expectativas económicas y de 
plazo para acceder a la prestación por vejez; como tampoco lo sustraen de la aplicación de la ley, 
para darle un tratamiento desigual, como si su capacidad para celebrar actos y contratos estuviera 
menguada frente a la definición de un acto de la mayor importancia, en la medida en que de su 
elección dependerán las condiciones de cubrimiento de las contingencias, amparadas por el sistema 
de seguridad social y en particular la de vejez.  
 
Agregó el Magistrado Quiroz que la condición del promotor de la acción de nulidad merece una 
especial atención, pues “…no es lo mismo que el ex ministro de hacienda que participó en la 
construcción de las reglas acuda a solicitar la nulidad, frente a la solicitud que haga un iletrado 
campesino cuya imposibilidad de leer lo haya llevado a un traslado de régimen y pretenda su nulidad 
por vicio del consentimiento.  
 
5.- Del traslado de recursos:  
 
La Corte Suprema dentro de los aludidos fallos ordena trasladar a la administradora del régimen de 
prima media, los valores correspondientes a las cotizaciones, rendimientos financieros y gastos de 
administración, pertenecientes a la cuenta individual del actor, en muchos casos debidamente 
indexados.  
 
6.- De la prescripción de la acción.  
 
Dicho fenómeno extintivo está regulado en los artículos 151 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social y 488 del Código Sustantivo del Trabajo, estableciendo un término trienal para el 
efecto.  
En razón a lo anterior, señala la Corte que la positivización de dicha figura jurídica no significa que 
su aplicación opere de manera automática, en perjuicio de la posibilidad de acceder a derechos 
laborales o pensionales que gozan del carácter de imprescriptibles, indicando que:  
 
“…la exigibilidad judicial del derecho a la pensión o a obtener su valor real es imprescriptible (CSJ 
SL8544-2016); por tanto, puede reclamarse en cualquier tiempo, siempre que se llenen los requisitos 
legales establecidos. Tal carácter deriva de la protección de los derechos adquiridos, la 
irrenunciabilidad del derecho a la seguridad social consignado en el artículo 48 de la Constitución 
Política, y de los mandatos de protección especial y solidaria hacia los sujetos en circunstancias de 
debilidad manifiesta”, así concluyó erradamente la Corte que “…quien no pone en funcionamiento el 
aparato judicial para reclamar un derecho fundamental e indisponible como la pensión, así como los 
elementos indisolubles de su estructuración dentro de los tres años siguientes a su exigibilidad, se 
encuentra habilitado para requerirlo en cualquier momento a las entidades obligadas a su 
satisfacción”. 
  
 
Indebida aplicación de las normas en materia de asesoría de traslado pensional.  
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Se ha evidenciado que, en los fallos relacionados con la nulidad o ineficacia de traslado entre 
regímenes pensionales, se censura que la administradora del Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad – RAIS, no proporcionó al afiliado una suficiente, completa, clara, comprensible y 
oportuna información sobre las implicaciones del traslado, desconociendo que el deber de 
información que tienen las administradoras de pensiones, ha tenido varias etapas:  
 
1) Primera Etapa: el Decreto 663 de 1993, Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, estableció en 
el numeral 1. ° del artículo 97, la obligación de las entidades de” suministrar a los usuarios de los 
servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones 
que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y objetivos, escoger 
las mejores opciones del mercado”.  
 
2) Segunda etapa: La ley 1328 de 2009 y el Decreto 2241 de 2010, reglamentaron los derechos de 
los consumidores (precisando los principios y el contenido básico de la información) y establecieron 
el deber de asesoría y buen consejo a cargo de las administradoras de pensiones.  
 
3) Tercera etapa: la Ley 1748 de 2014, el Decreto 2071 de 2015 y la Circular Externa N.° 016 de 
2016 de la Superintendencia Financiera, establecieron que los usuarios del sistema pensional tienen 
el derecho a la doble asesoría, como condición previa para que proceda el traslado entre regímenes, 
esto es, a obtener información de asesores y promotores de ambos regímenes, con el fin de que se 
formen un juicio imparcial y objetivo sobre las características, fortalezas y debilidades de cada uno, 
así como de las condiciones y efectos jurídicos del traslado.  
 
Así las cosas, el análisis de la información suministrada por la AFP y el alcance de la asesoría que 
debió brindar al momento de la afiliación, deben ser valoradas bajo la normatividad vigente para la 
fecha de suscripción del formulario o de la materialización del traslado; no es razonable ni 
jurídicamente válido imponer a las administradoras obligaciones y soportes de información no 
previstos en el ordenamiento jurídico vigente al momento del traslado de régimen, pues tal exigencia 
desvirtúa el principio de confianza legítima, teniendo en cuenta que el principio de legalidad y el 
debido proceso, no consisten solamente en las posibilidades de defensa o en la oportunidad para 
interponer recursos, sino que exige, además, como lo expresa el artículo 29 de la Carta, el ajuste a 
las normas preexistentes al acto que se juzga.  
 
El juzgamiento de la conducta de los fondos con base en normas inexistentes, no tiene justificación 
jurídica alguna y viola gravemente el debido proceso de COLPENSIONES, quien sin haber 
participado en el trámite de traslado es quien debe afrontar la carga de la prestación.  
 
Por otra parte la carga dinámica de la prueba no puede ser aplicada en forma genérica, sin ninguna 
ponderación, y en desigualdad de las partes involucradas en un proceso. En tal sentido, el artículo 
167 de la ley 1564 de 2012, precisa:  
 
ARTÍCULO 167. CARGA DE LA PRUEBA. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las 
normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.  
 
Así pues, según las particularidades del caso, el juez podrá, de oficio o a petición de parte, distribuir, 
la carga al decretar las pruebas, durante su práctica o en cualquier momento del proceso antes de 
fallar, exigiendo probar determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más 
favorable para aportar las evidencias o esclarecer los hechos controvertidos. La parte se considerará 
en mejor posición para probar en virtud de su cercanía con el material probatorio, por tener en su 
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poder el objeto de prueba, por circunstancias técnicas especiales, por haber intervenido 
directamente en los hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de indefensión o de incapacidad 
en la cual se encuentre la contraparte, entre otras circunstancias similares.  
 
Así las cosas, la regla general es que corresponde a cada parte probar el supuesto de hecho que 
exhibe y atendiendo las situaciones particulares del caso, el juez puede invertir la carga de la 
prueba exigiendo probar determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más 
favorable para aportar las evidencias.  
 
En los eventos de traslado de régimen, la Corte Suprema sin atender las situaciones particulares 
de cada caso, invierte la carga de la prueba en cabeza del fondo privado y exime al demandante de 
aportar soporte alguno que demuestre la existencia de un vicio, fuerza o dolo al momento de afiliarse 
al RAIS, obligando a que toda la carga probatoria recaiga exclusivamente en una de las partes, sin 
que exista un menor esfuerzo procesal en cabeza del demandante.  
 
La carga dinámica e inversión de la prueba al interior de un proceso judicial exige la igualdad entre 
las partes con parámetros de buena fe y lealtad procesal. Bajo estas circunstancias el principio 
“quien alega debe probar” cede su lugar al principio “quien puede debe probar”. Para determinar 
QUIEN es el que puede probar dentro de un proceso judicial la Corte Constitucional ha señalado que 
depende de cada situación particular. Así la sentencia C 086 de 2016 que analizó la 
constitucionalidad del art. 167 del Código General del Proceso, indicó:  
 
“7.4.- En lo concerniente a la configuración de la carga dinámica de la prueba debe decirse que 
atiende su inspiración teórica, fundada en los pilares de solidaridad, equidad (igualdad real entre las 
partes), lealtad y buena fe procesal, todos ellos reconocidos en la Carta Política de 1991, donde el 
principio “quien alega debe probar” cede su lugar al principio “quien puede debe probar”. Su 
ejercicio por parte del juez es, en consecuencia, manifestación de una competencia plenamente 
legítima bajo el prisma de un Estado Social de Derecho.  
 
En la regulación aprobada por el Legislador este decidió -también de manera deliberada y 
consciente- no fijar un catálogo cerrado de episodios en las cuales puede tener cabida la carga 
dinámica de la prueba. Por el contrario, dejo abierta esa posibilidad al juez, “según las 
particularidades del caso”, para lo cual mencionó solo algunas hipótesis: (i) la posesión de la 
prueba en una de las partes, (ii) la existencia de circunstancias técnicas especiales, (iii) la previa y 
directa intervención en los hechos, (iv) el estado de indefensión o de incapacidad de una de las 
partes, “entre otras circunstancias similares”.  
 
Igualmente destaca la Corte constitucional que los eventos mencionados “recogen en buena medida 
las reglas trazadas por la jurisprudencia tanto de la Corte Suprema de Justicia como de la propia 
Corte Constitucional”. Además, agrega con nitidez que “el Legislador facultó a los jueces para 
evaluar las circunstancias de cada caso y definir si se dan o no los supuestos genéricos para 
recurrir en ciertos casos a la carga dinámica de la prueba. Esta decisión resulta comprensible y 
completamente válida, no solo ante la dificultad para anticiparse a nuevas situaciones en una 
sociedad que presenta vertiginosos cambios –algunos tal vez inimaginables-, sino porque son los 
contornos de cada situación los que permiten evaluar si la igualdad entre las partes se ha visto o 
no comprometida y se requiere de la “longa manus” del juez para restablecerla.”  
 
Al transpolar lo arriba señalado por la Corte a este tipo de decisiones encontramos lo siguiente:  
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i) La posesión de la prueba en una de las partes: 
  
Hasta el año 2016, los fondos privados cuentan exclusivamente con el consentimiento vertido en el 
formulario de afiliación, para probar el conocimiento y asentimiento del afiliado respecto del traslado, 
por cuanto las leyes que surgieron entre el año 1994 y 2016 no exigían nada diferente al documento 
de afiliación donde constaba la plena intención de pertenecer al Régimen de ahorro individual con 
solidaridad.  
 
Imponer cargas adicionales a las previstas en las leyes de la época se constituye en una situación 
de carácter imposible.  
 
Además, como veremos más adelante para que la “voluntad” se vea afectada debe demostrarse la 
existencia de un vicio o fuerza capaz de anular el acto jurídico. Estos elementos evidentemente solo 
los puede aportar el demandante.  
 
ii) La existencia de circunstancias técnicas especiales: 
 
Es claro que el entendimiento entre el RPM y el RAIS sugiere que los afiliados sean debidamente 
asesorados dado que hay aspectos técnicos que los diferencian.  
 
Sin embargo, esta regla no puede interpretarse como una situación universal que desplace las 
situaciones de cada caso particular y que además invierta la carga de la prueba sin mayor análisis 
que la naturaleza experta que tiene la administradora de pensiones.  
 
Este contexto tampoco puede desconocer escenarios donde la expectativa pensional, la 
permanencia en el sistema, el silencio, la aceptación en el tiempo, la calidad del demandante y otros 
relacionados con las actividades financieras que ejecuta un usuario durante su vida laboral, le 
permitía escoger acertadamente el régimen pensional. Este último aspecto ha sido por ejemplo 
evaluado por la corte Suprema tratándose de afiliaciones tacitas donde prevalecen las actividades, 
cotizaciones y movimientos financieros a lo largo de la vida laboral. 
  
iii) La previa y directa intervención en los hechos Igualmente, si bien existe una intervención de 
asesoría de la administradora de pensiones que podría generar un vicio en la voluntad del traslado, 
ello debe demostrarse pues de lo contrario predominarían las conjeturas y suposiciones, y no los 
hechos debidamente demostrados en el proceso en los que intervino directamente el demandante.  
 
No pueden considerarse a todos los afiliados como una parte débil e indefensa, la misma ley previó 
distintos deberes en cabeza de los mismos con el fin de que por interés propio se asesoren de la 
mejor manera. Adicionalmente NO pueden desconocerse las situaciones que rodean cada caso y 
que de alguna manera le permitían al demandante obtener información mínima durante el paso del 
tiempo. La Corte Constitucional ha indicado, en este sentido y en diversas providencias que nadie 
puede alegar su propia culpa a favor:  
 
“Una persona no es digna de ser oída ni menos pretender el reconocimiento de un bien jurídico a 
partir de su conducta reprochable. Para la Corte, nadie puede presentarse a la justicia para pedir la 
protección de los derechos bajo la conciencia de que su comportamiento no está conforme al 
derecho y los fines que persigue la misma norma. Este principio no tiene una formulación explícita 
en el ordenamiento jurídico. No obstante, lo anterior, la Corte Constitucional ha hecho alusión a su 
naturaleza de regla general del derecho, al derivarse de la aplicación de la analogía iuris. Por ello, 
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cuando el juez aplica dicha regla, se ha señalado que el mismo no hace otra cosa que actuar con 
fundamento en la legislación2.”  
 
En materia penal la Corte Suprema de Justicia en sentencia SP-12912018 (49680), respecto a las 
acciones a propio riesgo o ‘auto puestas’ en peligro, indicó que de acuerdo con la teoría de la 
imputación objetiva, para que un resultado pueda ser atribuido a un agente este ha debido crear o 
incrementar un riesgo jurídicamente desaprobado que finalmente se concretó en la producción de la 
consecuencia típica (relación entre infracción al deber de cuidado y resultado), de modo que la 
autoría no se funda únicamente en criterios causales (relación de causalidad entre acción y 
resultado). 
 
También precisó que si la infracción a ese deber se concreta en el desconocimiento de la norma de 
cuidado generando riesgos o puesta en peligro de bienes jurídicamente tutelados es preciso 
establecer el marco en el cual se realizó la conducta e identificar las disposiciones que la 
gobernaban. Ello con el propósito de develar si mediante la valoración ex ante y ex post el resultado 
que se produjo puede ser imputado al comportamiento del procesado.  
 
Ahora bien, la parte débil en el caso sub examine debe ser considerada como quien carece de 
capacidades para ilustrarse y asesorarse de la menor manera y no como una persona per se 
vulnerable que está imposibilitada de tener un entendimiento mínimo del sistema, incapaz de realizar 
actividades orientadas a instruirse mejor e incompetente para aportar pruebas que expongan la 
existencia de un vicio en el consentimiento. La corte Constitucional en tal sentido (sentencia T 422 
de 2011) indicó que en materia de traslado la libertad de escoger el régimen pensional debe verse 
menguada o adolecer de algún vicio en el consentimiento, y solamente cuando los hechos de la 
controversia permitan dilucidar que la persona era una parte débil debido a su calidad y escasos 
conocimientos puede procederse con un regreso automático. Así pues, dicha providencia amparó los 
derechos de un ciudadano campesino analfabeta:  
 
“Teniendo en cuenta la naturaleza de los hechos objeto de esta controversia, la afirmación del 
actor resulta creíble; en efecto, que los aportes objeto del traslado fueran posteriormente devueltos 
por parte de Skandia al ISS, sin conocimiento ni autorización del actor, es un hecho que no contrasta 
con el hallazgo de esta Sala, consistente en considerar que para el afiliado era muy difícil 
comprender las implicaciones del documento que firmaba, “Afiliación Fondo de Pensiones 
Obligatorias”, debido a sus bajos conocimientos educativos y al nivel de pensamiento 
concreto a que se refirió el diagnóstico psicológico.  
 
Con fundamento en lo anterior agrega la Corte que en ese caso específico no será necesario 
examinar si se presentó un vicio del consentimiento o al menos fuerza con capacidad de viciarlo:  
 
Por considerar suficiente la razón anterior, la Sala no encuentra necesario dilucidar si al momento de 
firmar el formulario de afiliación con la AFP Skandia al régimen de ahorro individual con solidaridad, 
se presentó algún vicio del consentimiento o al menos fuerza moral que haya podido viciarlo; 
lo anterior se afirma por la sensación que puede tener un campesino sin mayor preparación 
académica, al momento de celebrar un contrato de trabajo, de lo que podría ocurrir si no llegara a 
firmar la documentación que le presentan y por la ausencia de espontaneidad en la suscripción del 
formulario. 
  

                                                           
2 Sentencia T-122/17   
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Estás advertencias de la Corte indican la necesidad probatoria de establecer la existencia de un 
vicio, fuerza o dolo al momento de trasladar a un afiliado, de inclusive analizar la calidad del 
demandante y de analizar cada caso particular según los hechos y circunstancias.  
En conclusión, con lo señalado hasta ahora, la carga dinámica de la prueba no puede invertirse de 
una forma arbitraria y sin considerar los aspectos particulares de cada caso debidamente 
individualizado, tal y como lo precisó la Corte Constitucional en la citada providencia C 086 de 2016:  
 
Imponer al juez la obligación de acudir en todos los eventos a la institución de la carga dinámica de 
la prueba, y no de manera ponderada de acuerdo con las particularidades de cada caso y los 
principios generales de la Ley 1564 de 2012, significaría alterar la lógica probatoria prevista en 
el estatuto procesal diseñado por el Legislador, para en su lugar prescindir de las cargas procesales 
razonables que pueden imponerse a las partes y trasladar esa tarea únicamente al juez. (resaltado 
fuera de texto). 
 
Errónea interpretación e indebida aplicación del artículo 1604 del Código Civil.  
 
1).- Errónea interpretación del artículo 1604. 
 
El artículo 1604 del Código Civil, señala: “ARTICULO 1604. <RESPONSABILIDAD DEL DEUDOR>. 
El deudor no es responsable sino de la culpa lata en los contratos que por su naturaleza solo son 
útiles al acreedor; es responsable de la leve en los contratos que se hacen para beneficio recíproco 
de las partes; y de la levísima en los contratos en que el deudor es el único que reporta beneficio.  
 
El deudor no es responsable del caso fortuito, a menos que se haya constituido en mora (siendo el 
caso fortuito de aquellos que no hubieran dañado a la cosa debida, si hubiese sido entregado al 
acreedor), o que el caso fortuito haya sobrevenido por su culpa.  
La prueba de la diligencia o cuidado incumbe al que ha debido emplearlo; la prueba del caso fortuito 
al que lo alega. 
  
Todo lo cual, sin embargo, se entiende sin perjuicio de las disposiciones especiales de las leyes, y 
de las estipulaciones expresas de las partes.” 
  
Dentro de los fallos relacionados con traslado de Régimen, la interpretación del artículo 1604 del 
Código Civil que realiza la Corte hace que la responsabilidad en cabeza de los fondos se convierta 
en objetiva, toda vez que no exige al demandante aportar soporte alguno que demuestre la 
existencia de un vicio, fuerza o dolo al momento de afiliarse al RAIS; pero si obliga a que toda la 
carga probatoria recaiga exclusivamente en el fondo, sin que exista un menor esfuerzo procesal en 
cabeza del demandante.  
 
Dicha apreciación quiebra la lógica de las cargas probatorias en este tipo de procesos, toda vez, que 
la responsabilidad objetiva exige que la esfera de control sea exclusiva de quien causa el daño. 
Este aspecto no aplica en casos de traslado de régimen, dado que los potenciales pensionados, 
cuentan con el deber de asesorarse.  
Veámoslo:  
 
i). Obligaciones Legales del demandante según el Decreto 2241 de 2010 y en virtud de las 
obligaciones reciprocas del contrato de afiliación.  
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En este sentido el Decreto 2241 de 2010 que establece el Régimen de Protección al Consumidor 
Financiero determina las obligaciones en cabeza de los afiliados que pertenecen al Sistema General 
de Pensiones:  
 
Artículo 4º. Deberes. Los consumidores financieros del Sistema General de Pensiones tendrán los 
siguientes deberes, en lo que les sea pertinente:  
 
1. Informarse adecuadamente de las condiciones del Sistema General de Pensiones, del nuevo 
sistema de administración de multifondos y de las diferentes modalidades de pensión.  
 
2. Aprovechar los mecanismos de divulgación de información y de capacitación para conocer el 
funcionamiento del Sistema General de Pensiones y los derechos y obligaciones que les 
corresponden.  
 
3. Emplear la adecuada atención y cuidado al momento de tomar decisiones, como son entre 
otras, la afiliación, el traslado de administradora o de régimen, la selección de modalidad de 
pensión y de entidad aseguradora que le otorgue la renta vitalicia o la elección de tipo de fondo 
dentro del esquema de "Multifondos", según sea el caso. En todo caso, toda decisión por parte del 
consumidor financiero deberá contener la manifestación expresa de haber recibido la capacitación e 
información requerida para entender las consecuencias de la misma o en su defecto la 
manifestación de haberse negado a recibirla. 
  
4. Leer y revisar los términos y condiciones de los formatos de afiliación, así como diligenciar y 
firmar los mismos y cualquier otro documento que se requiera dentro del Sistema General de 
Pensiones, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 25 del Decreto 692 de 1994 y las normas 
que lo modifiquen o sustituyan.  
 
5. Las decisiones que se tomen dentro del Sistema General de Pensiones, manifestadas a través de 
documentos firmados o de otros medios idóneos autorizados para ello, implicarán la aceptación de 
los efectos legales, costos, restricciones y demás consecuencias derivadas de las mismas. En tal 
sentido, cuando de conformidad con la normatividad aplicable el silencio o la no toma de decisión 
por parte de los consumidores financieros de lugar a la aplicación de reglas supletivas establecidas 
en ella con impacto en sus cuentas de ahorro pensional, se entenderá dicho silencio como la 
toma de una decisión consciente con los efectos legales, costos, restricciones y demás 
consecuencias que ello conlleve.  
 
6. Mantener actualizada la información que requieren las administradoras del Sistema General de 
Pensiones de conformidad con la normatividad aplicable.  
 
7. Informarse sobre los órganos y medios que la administradora ha puesto a su disposición para la 
presentación de peticiones, solicitudes, quejas o reclamos.  
 
8. Propender por el uso de los mecanismos que las administradoras del Sistema General de 
Pensiones pongan a disposición de los consumidores financieros para la educación financiera y 
previsional, así como para el suministro de información.  
 
De conformidad con la anterior normatividad existen unos deberes mínimos en cabeza de los 
afiliados al sistema general de pensiones, destacándose que el SILENCIO en el transcurso del 
tiempo se entenderá como una decisión consciente de permanecer en el Régimen seleccionado. La 
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única manera de desvirtuar esta regla legal es demostrando la preexistencia de una fuerza que 
hubiere viciado el consentimiento.  
 
La Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL 17595 de 2017, señaló que existe un deber de 
entregar información a la medida de la asimetría entre un administrador experto y un afiliado lego. Es 
decir que, entre más experto el afiliado menos asimetría con la información del mercado.  
 
Por lo tanto, existen diferencias entre los afiliados al sistema de pensiones y no todos pueden ser 
considerados como inexpertos o incapaces de tomar una decisión acertada. Según la Corte existen 
actividades que dan cuenta de un verdadero entendimiento del afiliado, que, en sí, obedecen a las 
obligaciones de todo vinculado al sistema pensional, como son: (ver: SL 413-2018 C.S.J.). 
 
 Solicitar información de saldos.  

 Actualizar datos.  

 Asignar y cambiar claves.  

 Por mencionar algunos actos de relacionamiento con la entidad que pueden denotar el compromiso 
serio de pertenecer a ella. Existen otros adicionales como:  

 Traslados entre fondos privados  
 
En cuanto a lo que tiene que ver con las negociaciones bonos pensionales, es importante traer a 
colación el fallo proferido por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Sala Laboral, en 
grado Jurisdiccional de Consulta, dentro del proceso 66001310500120170008501, demandante 
María Victoria Calle Correa, demandados Colpensiones, Porvenir S.A. y Protección S.A., en el cual 
se resolvió revocar la sentencia de primera instancia y en su lugar absolver a las demandadas.  
 
Dentro del fallo referido consideró el Tribunal lo siguiente:  
 
“Puestas de ese modo las cosas, resulta imprescindible mencionar lo dispuesto en el art. 1604 del 
C.C. que exige que “la prueba de la diligencia y cuidado incumbe al que ha debido emplearlo; la 
prueba del caso fortuito al que lo alega”, no obstante lo anterior, dicha obligación probatoria aparece 
como respuesta inmediata a alguien que previamente ha alegado el incumplimiento de una 
obligación por parte de su deudor, en esa medida, quien alega un incumplimiento obligacional 
deberá probar el supuesto de hecho de la norma que consagra el efecto jurídico perseguido (art. 167 
CGP), o en otras palabras, deberá probar la obligación incumplida para que se presuma que ello9 se 
dio por culpa de la contraparte, quien en respuesta de tal cuestionamiento tendrá la carga de 
demostrar la diligencia o cuidado en la obligación pactada.  
 
En conclusión en los procesos tendientes a dejar sin efectos una afiliación hecha a cualquiera de los 
dos regímenes, con el propósito de volver a elegir el que desee, esta vez de forma libre y 
espontánea, deberá acreditar imperiosamente que la AFP a la que se afilio incumplió en la etapa 
precontractual con su obligación principal, esto es, brindarle la información adecuada, completa y 
veraz para tomar una decisión bajo el principio de libertad informada y en esa medida poder dar 
rienda suelta al art. 1604 del C.C., pues la presunción allí establecida no es el cumplimiento de la 
obligación sino la culpa en tal incumplimiento, iterase, una vez probado este.”  
(…)  
Dicho de otra forma, la asesoría brindada por la AFP debe restringirse a informar al afiliado de todas 
y cada una de las características del RAIS frente al RPM, además de su solidez financiara (art. 97 
del Decreto 663/1993 y sus modificaciones), sin que dicha información pueda analizarse desde la 
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óptica de un buen o mal consejo, pues ello implicaría usurpar la voluntad del afiliado, única 
persona que después de conocer las características del régimen podrá sopesar si la escogencia del 
RAIS resulta adecuada y atractiva para el fortalecimiento de su vida, pues al gozar de capacidad de 
ejercicio, quien celebra el contrato de afiliación está en condiciones de entender las incidencias de la 
escogencia a partir de la información que ha recibido.  
 
A tono con lo anterior, se concluye que María Victoria Calle Correa no solo suscribió el formulario de 
vinculación al RAIS a través de Protección S.A., que cumplió los lineamientos fijados en la ley, sino 
que reiteró su voluntad de permanencia en dicho régimen, al trasladarse a Porvenir S.A. lo que 
supone que estaba conforme con los beneficios que venía disfrutando desde 1995 cuando ingresó a 
él”. (subrayado fuera de texto original)  
 
2).- Aplicación indebida del artículo 1.604 del Código Civil. 
 
Esta se predica del hecho que no se atiende de forma sistemática otras normas del mismo estatuto 
que prohíben alegar la ignorancia de la ley en los negocios jurídicos (error de derecho). De esta 
manera es necesario demostrar la existencia de un vicio del consentimiento.  
 
Es importante precisar que la Corte Suprema, dentro de los fallos relativos a nulidad o inexistencia 
del traslado de régimen, fundamenta parte de su decisión en el código Civil (artículo 1604) pero 
desconoce otras normas del mismo estatuto que establecen correlativamente obligaciones en 
relación con el demandante. Así pues, en lo que atañe al vínculo que genera el contrato de afiliación 
el Art. 1495 del aludido código civil dispone:  
“Artículo 1495. Definición de contrato o convención. Contrato o convención es un acto por el cual 
una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa. Cada parte puede ser de una 
o de muchas personas”.  
 
Así pues, es claro que la afiliación a cualquiera de los regímenes comprende un acuerdo de 
voluntades que lo convierte en un contrato que reúne las siguientes particularidades:  
 
 Por sus características comprende obligaciones de tipo contractual. (art. 1495 del C.C.).  

 Tiene un carácter formal, pues es obligatoria y solemne (Afiliación y desafiliación tácita)  

 Es libre y voluntaria (Lit. b. del artículo 13 de la Ley 100 de 1993.)  

 Es bilateral, por lo tanto, existen obligaciones reciprocas (Decreto 2241 de 2010)  

 De adhesión, en tanto el afiliado se acoge a las condiciones propias del régimen seleccionado, 
siendo que estas emanan de la ley.  

 Aleatorio, ya que el hecho de que eventualmente algunas prestaciones de una de las partes 
pueden depender de un acontecimiento futuro e incierto. (Invalidez, vejez o sobrevivientes).  
 
De esta manera no es dable que, atendiendo exclusivamente a las obligaciones de la AFP, se 
invierta la carga de la prueba bajo un criterio de responsabilidad objetiva, desconociendo con ello las 
obligaciones paralelas en cabeza del cotizante, y desplazando las propias circunstancias del caso.  
 
Respecto a la presunción legal juris ignorantia non prodest consagrada en el artículo 1509 del C.C. y 
el artículo 9 ibídem, relativa a que la ignorancia de la ley no sirve de excusa, la Corte Constitucional 
en la sentencia C 993 de 2006, señaló “…que el error de derecho no da lugar a la declaración 
judicial de nulidad del negocio jurídico y que, por tanto, la parte de éste que lo cometió debe 
asumir todas las consecuencias de su celebración, precisamente porque el artículo 36 de la ley 
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100 de 1993, es claro en señalar que el traslado al RPM ocasiona la pérdida del régimen de 
transición.  
3).- Se otorga un alcance que no corresponde al contenido de los Decretos 663 de 1993 y 692 
de 1994, en cuanto a la voluntad vertida en el formulario de afiliación. 
  
Dentro de los fallos analizados, la Corte Suprema otorga un alcance que no corresponde al 

contenido de los Decretos 663 de 1993 y 692 de 1994, en cuanto a la voluntad vertida en el 

formulario de afiliación. 

Según la primera definición del Diccionario de la Real Academia de la Lengua RAE, la palabra libre 
es un adjetivo que significa: “Que tiene facultad para obrar o no obrar”; y la palabra “voluntario” la 
define así: “Dicho de un acto: Que nace de la voluntad, y no por fuerza o necesidad extrañas a 
aquella”.  
 
La Corte Constitucional, en la sentencia T-422/11 describió la decisión libre y voluntaria del egresado 
como aquella en la cual “no puede mediar acto de imposición o apremio por parte de autoridad 
alguna”.  
 
Así mismo, valoró las particularidades del caso concreto y el contexto en el cual se desarrollaron los 
hechos, así:  
 
“Teniendo en cuenta la naturaleza de los hechos objeto de esta controversia, la afirmación del actor 
resulta creíble; en efecto, que los aportes objeto del traslado fueran posteriormente devueltos por 
parte de Skandia al ISS, sin conocimiento ni autorización del actor, es un hecho que no contrasta 
con el hallazgo de esta Sala, consistente en considerar que para el afiliado era muy difícil 
comprender las implicaciones del documento que firmaba, “Afiliación Fondo de Pensiones 
Obligatorias”, debido a sus bajos conocimientos educativos y al nivel de pensamiento concreto a que 
se refirió el diagnóstico psicológico.  
 
La Sala considera procedente la presente acción de tutela con base en las siguientes 
consideraciones: el ciudadano Luis Ernesto Hernández tiene 63 años de edad, es campesino, 
dedicado a las labores agrícolas desde los 8 años; cuenta con muy bajo grado de escolaridad y no 
sabe leer ni escribir. Está a cargo de su señora esposa de 58 años, carente de ingresos a quien 
siempre ha sostenido con su salario y presenta una discapacidad por pérdida de dedos en su mano 
izquierda. Según el informe psicológico allegado al proceso por su apoderada (Ver hecho 11), 
“También, durante la entrevista, su relato, lenguaje utilizado, comportamiento y actitudes, sugieren 
un nivel muy bajo de conocimientos educativos elementales, manejando un pensamiento concreto lo 
que sugiere un bajo nivel cognitivo, por la cual sería importante evaluar su verdadero coeficiente 
intelectual”.  
 
En presencia de lo señalado es claro que no puede la Corte Suprema establecer una regla general y 
con ello presumir una responsabilidad objetiva para todos los casos de personas que se han afiliado 
al Régimen de Ahorro Individual y que después, persiguen volver al Régimen de Prima Media, lo que 
impone ese pronunciamiento jurisprudencia es que cada caso sea estudiado y resuelto conforme a 
los presupuestos particulares que rodean el objeto de demanda, así puesto no es lo mismo la 
ignorancia que de predica de una persona que a duras penas puede firmar o que no tiene un nivel 
educativo más allá del bachillerato y cursos simples, que alguien con un nivel educativo superior, 
tecnológico o técnico, puesto que se observa que entre la gama de innumerables demandadas por 
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ineficacia o nulidad de traslado en el país se encuentran Magistrados, Jueces, Fiscales, empleados 
de despachos judiciales, profesionales del área del derecho, contaduría, administración, enfermería, 
etc, personas a las cuales no se les puede aplicar el mismos rasero del demandante de la sentencia 
indicada, ello implica necesariamente una clara trasgresión del ordenamiento jurídico, 
específicamente de derechos y garantía mínimas procesales y fundamentes como lo son el debido 
proceso, derecho de defensa y contradicción, y también conlleva la omisión descarada por parte de 
esas personas de su deber de cuidado mínimo al tomar una decisión tan importante como lo es lo 
relativo a su pensión. 
 
Sin embargo, muy a pesar de lo dicho hasta este punto la Corte Suprema desconoce el contenido y 
validez del documento exigido por la ley para el momento histórico y exige al fondo evidencias 
adicionales no estipuladas para la fecha del traslado.  
 
Contrario sensu, en cuanto al demandante, basta con su simple manifestación respecto a la 
insuficiencia de la información suministrada por el fondo, sin realizar un análisis mínimo respecto a la 
condición académica, social y cultural del individuo que permita soportar su veracidad.  
 
En cuanto al retorno en cualquier tiempo al RPM, faltando menos de 10 años para la edad de 

pensión debe realizarse atendiendo: (i) las expectativas pensionales del afiliado y (ii) la 

sostenibilidad financiera. 

En la Sentencia C-596 de 1997 la Corte Constitucional se estudió una demanda dirigida contra la 
expresión "al cual se encuentran afiliados" contenida en el inciso segundo del artículo 36 de la Ley 
100 de 1993, la cual se acusó de desconocer el principio de favorabilidad en materia laboral, colocar 
en situación desventajosa a las personas que se encontraban en el régimen de transición y violar el 
principio de irrenunciabilidad de los beneficios mínimos laborales, al respecto la Corte expresó:  
 
“Justamente por cuanto los derechos a la seguridad social no se tienen por el simple hecho de ser 
persona humana, como si sucede con los derechos fundamentales o derechos de primera 
generación, para ser titular de ellos es necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos que la 
ley, de manera general, impone para adquirirlos. Cuando, en vigencia de la ley que señala tales 
requisitos, estos llegan a cumplirse, se habla de derecho adquirido en materia de seguridad social. 
Cuando, por el contrario, durante el término de vigencia de la ley que prescribe tales 
condiciones, la persona que aspira a la titularidad de ellos está en vía de cumplirlas, se habla 
de expectativa de derecho. (...) Las consecuencias jurídicas en uno y otro supuesto son bien 
distintas: los derechos adquiridos, al tenor del artículo 58 la Carta Política, no pueden ser 
desconocidos por leyes posteriores; no así las simples expectativas de derecho.” (Subrayado 
y negrilla fuera de texto original). 
 
Posteriormente, a través de la providencia C-789 de 2002, la Corte Constitucional resolvió la 
demanda presentada por un ciudadano contra los incisos 4 y 5 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 
En la sentencia, la Corte precisó el alcance de derechos adquiridos y meras expectativas en materia 
pensional, indicando lo siguiente: 
  
“La Sala Plena consideró que las disposiciones demandadas se ajustaban a la Constitución puesto 
que, en primer lugar, el derecho a obtener una pensión de acuerdo con el régimen de transición no 
es un derecho adquirido sino “apenas una expectativa legítima, a la cual decidieron renunciar 
voluntaria y autónomamente, para trasladarse al sistema de ahorro individual con solidaridad”. 
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En segundo lugar, indicó que ni siquiera puede afirmarse que las normas acusadas frustren tal 
expectativa ya que sólo “se podría hablar de una frustración de la expectativa a pensionarse en 
determinadas condiciones y de un desconocimiento del trabajo de quienes se trasladaron al sistema 
de ahorro individual, si la condición no se hubiera impuesto en la Ley 100 de 1993, sino en un 
tránsito legislativo posterior, y tales personas se hubieran trasladado antes del tránsito legislativo”.  
 
Por último, precisó que “la protección constitucional a favor del trabajador, que le impide al legislador 
expedir normas que les permitan renunciar a ciertos beneficios considerados como mínimos no se 
refiere a las expectativas legítimas, sino a aquellos derechos que hayan sido adquiridos por sus 
titulares o a aquellas situaciones que se hayan consolidado definitivamente en cabeza de sus 
titulares”, razón por la cual tal prohibición no aplica en este caso al tratarse de expectativas legítimas 
y no de derechos adquiridos”.  
 
Adicionalmente, las sentencias C-1024 de 2004, y SU-062 de 2010, de la Corte Constitucional en 
materia de traslados, indican que nadie puede resultar subsidiado a costa de los recursos 
ahorrados de manera obligatoria por los otros afiliados a este. En la Sentencia C-596 de 1997 la 
Corte Constitucional estudió una demanda dirigida contra la expresión "al cual se encuentran 
afiliados" contenida en el inciso segundo del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, la cual se acusó de 
desconocer el principio de favorabilidad en materia laboral, colocar en situación desventajosa a las 
personas que se encontraban en el régimen de transición y violar el principio de irrenunciabilidad de 
los beneficios mínimos laborales, al respecto la Corte expresó:  
 
“Justamente por cuanto los derechos a la seguridad social no se tienen por el simple hecho de ser 
persona humana, como si sucede con los derechos fundamentales o derechos de primera 
generación, para ser titular de ellos es necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos que la 
ley, de manera general, impone para adquirirlos. Cuando, en vigencia de la ley que señala tales 
requisitos, estos llegan a cumplirse, se habla de derecho adquirido en materia de seguridad social. 
Cuando, por el contrario, durante el término de vigencia de la ley que prescribe tales 
condiciones, la persona que aspira a la titularidad de ellos está en vía de cumplirlas, se habla 
de expectativa de derecho. (...) Las consecuencias jurídicas en uno y otro supuesto son bien 
distintas: los derechos adquiridos, al tenor del artículo 58 la Carta Política, no pueden ser 
desconocidos por leyes posteriores; no así las simples expectativas de derecho.” (Subrayado 
y negrilla fuera de texto original). 
 
Posteriormente, a través de la providencia C-789 de 2002, la Corte Constitucional resolvió la 
demanda presentada por un ciudadano contra los incisos 4 y 5 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 
En la sentencia, la Corte precisó el alcance de derechos adquiridos y meras expectativas en materia 
pensional, indicando lo siguiente:  
 
“La Sala Plena consideró que las disposiciones demandadas se ajustaban a la Constitución puesto 
que, en primer lugar, el derecho a obtener una pensión de acuerdo con el régimen de transición no 
es un derecho adquirido sino “apenas una expectativa legítima, a la cual decidieron renunciar 
voluntaria y autónomamente, para trasladarse al sistema de ahorro individual con solidaridad”.  
 
En segundo lugar, indicó que ni siquiera puede afirmarse que las normas acusadas frustren tal 
expectativa ya que sólo “se podría hablar de una frustración de la expectativa a pensionarse en 
determinadas condiciones y de un desconocimiento del trabajo de quienes se trasladaron al sistema 
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de ahorro individual, si la condición no se hubiera impuesto en la Ley 100 de 1993, sino en un 
tránsito legislativo posterior, y tales personas se hubieran trasladado antes del tránsito legislativo”.  
 
Por último, precisó que “la protección constitucional a favor del trabajador, que le impide al legislador 
expedir normas que les permitan renunciar a ciertos beneficios considerados como mínimos no se 
refiere a las expectativas legítimas, sino a aquellos derechos que hayan sido adquiridos por sus 
titulares o a aquellas situaciones que se hayan consolidado definitivamente en cabeza de sus 
titulares”, razón por la cual tal prohibición no aplica en este caso al tratarse de expectativas legítimas 
y no de derechos adquiridos”. 
  
Adicionalmente, las sentencias C-1024 de 2004, y SU-062 de 2010, de la Corte Constitucional en 
materia de traslados, indican que nadie puede resultar subsidiado a costa de los recursos 
ahorrados de manera obligatoria por los otros afiliados a este, así lo reconoció la Corte 
Constitucional en la sentencia T-489 de 2010 donde señaló:  
 
Existe plena libertad para que los afiliados se inscriban en cualquiera de los dos regímenes y para 
trasladarse del uno al otro. La única restricción acatada por la jurisprudencia constitucional, que se 
desprende del artículo 48 de la Constitución Nacional en el cual está sólidamente afincada, obliga al 
Estado a “garantizar la sostenibilidad financiera del sistema pensional”. En virtud de esta disposición 
se explica la presencia de los incisos 4º y 5º del artículo 36 cuando establecen como excepción que: 
“Lo dispuesto en el presente artículo para las personas que al momento de entrar en vigencia el 
régimen tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años 
de edad si son hombres, no será aplicable cuando estas personas voluntariamente se acojan al 
régimen de ahorro individual con solidaridad, caso en el cual se sujetarán a todas las condiciones 
previstas para dicho régimen. Tampoco será aplicable para quienes habiendo escogido el régimen 
de ahorro individual con solidaridad decidan cambiarse al de prima media con prestación definida. 
Restricción que, como se vio, persigue evitar el detrimento económico a que, en particular, se ve 
sujeto el régimen de prima media.  
 
En este contexto económico financiero la Sala rescata y apoya las medidas de orden legal avaladas 
por la Corte Constitucional para garantizar la solidez financiera del sistema pensional como son: El 
cumplimiento en un 75% de las cotizaciones, hasta completar los 15 años. La posibilidad de retornar 
al régimen de Prima Media con Prestación Definida, pero con la obligación de llevar a él la totalidad 
del ahorro realizado en el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS), sin que este ahorro 
sea inferior al que se hubiera alcanzado al permanecer en el de Prima Media con Prestación 
Definida. La prohibición de cambiarse de régimen para personas a quienes les falten diez (10) años 
o menos para alcanzar la edad de pensión de vejez. La obligación de permanecer en el régimen que 
se escoja, durante cinco (5) años y no tres (3), como lo autorizaba el artículo 13 de la Ley 100, antes 
de cambiarse de régimen, por una sola vez. (Ley 797-03, art. 2º).  
(…)  
Además, en estas condiciones por razones de equidad, para que no se beneficie de un fondo 
constituido por aportes de otras personas, y al cual ella misma no ha aportado la totalidad de 
las cotizaciones requeridas, entonces, se le negará su traslado al mismo. Pero especialmente 
se encuentra esta Sala de la Corte ante las serias motivaciones establecidas por la 
jurisprudencia constitucional (sentencias C-1024-04 y C-789-02), asentadas sobre la sólida 
base del inciso 7º del artículo 48 de la Carta Suprema donde se ordena al Estado 
“garantizar…la sostenibilidad financiera del sistema pensional…”. Motivaciones que se verían 
afectadas, si se concediera a la actora, contrariando elementales criterios de equidad, su 
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traslado del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad – RAIS - al de Prima Media con 
Prestación Definida.” (Subrayado y negrilla fuera de texto original). 
 
En la Sentencia de unificación SU130/13, la Corte se ocupó del tratamiento dado por la 
jurisprudencia constitucional a la problemática que surge en torno a quienes se trasladaron al 
régimen de ahorro individual y unificó su jurisprudencia advirtiendo que, de conformidad con lo 
previsto en los artículos 13, literal e) y 36, incisos 4° y 5° de la Ley 100 de 1993, tal y como fueron 
interpretados por la Corte Constitucional en las Sentencias C-789 de 2002 y C-1024 de 2004, 
únicamente los afiliados con quince (15) años o más de servicios cotizados a 1° de abril de 1994, 
fecha en la cual entró en vigencia el Sistema General de Pensiones, pueden trasladarse “en 
cualquier tiempo” del régimen de ahorro individual con solidaridad al régimen de prima media con 
prestación definida, conservando los beneficios del régimen de transición.  
 
En esta misma línea se pronuncia la Corte Constitucional en sentencia T- 489 de 2010, al expresar:  
 
(…) la Sala se permite destacar dos ideas, relacionadas ambas con la sostenibilidad económica 
del sistema pensional. Ellas son: a-- La primera tiene que ver con la protección del capital 
pensional. No se puede permitir “la descapitalización del fondo”, si personas que no contribuyeron 
a su formación, vienen a último momento, cuando les faltan ya menos de 10 años para 
concretar su pensión de vejez, a beneficiarse de un ahorro comunitario accediendo a una 
pensión, cuyo pago desfinancia el sistema. b- En segundo término, desde una perspectiva 
social se contraría la equidad y se abandona el valor de la justicia material, al permitir a 
personas que no han contribuido a los rendimientos de los fondos pensionales, entren a 
beneficiarse y a subsidiarse a costa de las cotizaciones y los riesgos asumidos por otras y no 
por ellas mismas” (Subrayado y negrilla fuera de texto original). 
 
Debe resaltarse la importancia que en este tema concede la Corte Constitucional a las 
consecuencias económicas de las diferentes posiciones sobre la sostenibilidad financiera del 
Sistema. Así las cosas el principio de sostenibilidad financiera representa la garantía del derecho 
fundamental a la pensión de los Colombianos de manera sostenida e indefinida y la posición 
asumida por la Corte en los fallos relacionados con nulidad o inexistencia del traslado entre 
regímenes pensionales, quebranta el principio de sostenibilidad financiera, en tanto genera una 
situación caótica que desvertebra la debida planeación en la asignación y distribución de los 
recursos del Sistema Pensional, al desconocer la irreductible necesidad de que dichas condenas se 
cumplan previa la ordenada gestión de los recursos que en la mayoría de los casos no están 
presupuestados en la medida en que surgen, de manera contingente de la declaración judicial 
respectiva.  
 
La estabilidad financiera se garantiza en la medida en que el sistema general de pensiones percibe y 
mantiene, a través de medios jurídicos y financieros, los fondos económicos adecuados que le 
permitan pagar mes a mes a una mayor cantidad de pensionados y obtener un ahorro para precaver 
la satisfacción de las pensiones futuras, bajo la permanente orientación de subsanar con urgencia 
cualquier desventaja contra el bienestar general.  
 
Solicitamos, en la medida que el discurso lo permita, tener en cuenta los anteriores argumentos para 

fortalecer la defensa jurídica de la Administradora, teniendo en cuenta que como se indicó, no vienen 

siendo analizados ni reconocidos en las providencias, razón por la cual, son los apoderados 
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judiciales de la entidad quienes, durante las diferentes etapas del proceso, están llamados a solicitar 

el pronunciamiento de los jueces. 

Respecto del comportamiento del afiliado en el sistema. 
 
La Corte también ha indicado que existen ciertos comportamientos y actividades que demuestran el 
compromiso de un afiliado de permanecer en un régimen pensional.  
Al respecto en la sentencia SL413-2018, expresó:  
 
“Desde luego que, para la tesis que ahora sostiene la Sala, la presencia o no de cotizaciones 
consistente con el formato de vinculación no es la única expresión de esa voluntad, pueden existir 
otras, tales como las solicitudes de información de saldos, actualización de datos, asignación y 
cambio de claves, por mencionar algunos actos de relacionamiento con la entidad que pueden 
denotar el compromiso serio de pertenecer a ella. Lo importante es que exista correspondencia entre 
voluntad y acción, es decir, que la realidad sea un reflejo de lo que aparece firmado, de modo tal que 
no quede duda del deseo del trabajador de pertenecer a un régimen pensional determinado”.  
 
Este aspecto no fue analizado en la providencia demandada, existiendo elementos notorios que 

exponían la intención del demandante de trasladarse al RAIS, como fue el hecho de permanecer 

más de 9 años afiliado al mismo; afiliación tácita. 

Es por todo lo anteriormente expuesto que se le solicita señoría absolver a COLPENSIONES, de 

cumplir obligación alguna de las deprecadas en el acápite de pretensiones, puesto que nada tuvo 

que ver en la decisión de la demandante de trasladarse de régimen de pensión, en ningún momento 

tuvo injerencia o influencia alguna en aquella decisión, por lo cual, en el evento que se encuentre 

probada la situación de irregularidad que aduce la llevó a cambiarse o trasladarse de régimen 

pensional, mal se haría señoría en imponer condena de afectación económica a mi procurada, 

puesto que solo tendría el deber de recibir nuevamente a la actora en el RPM que administra, junto 

con los aportes de pensión y sus respectivos rendimientos que han de ser transferidos por el fondo 

privado al que se encuentra afiliada, en este caso particular la AFP COLFONDOS, lo contrario 

implicaría además de una evidente situación de injusticia y un claro detrimento patrimonial del 

Estado.  

 

DE LAS EXCEPCIONES. 

DE MÉRITO. 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. 

Como bien se puede apreciar en el proceso de la referencia, la demandante centra su pretensión en 

el traslado de régimen de cotización, el traslado de los dineros cotizados por el al régimen de ahorro  

individual con solidaridad al de régimen de prima media con prestación definida, situación que una 

vez estudiada la demanda se puede concluir claramente que COLPENSIONES, no es la llamada a 

resolver o acceder a lo pretendido por la Señora LUISA CHAVERRA POTES en tanto que se 

encuentra actualmente afiliado a COLFONDOS S.A.  siendo una de éstas la entidad o fondo la 

llamada a resolver su petición. 
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 Así las cosas, es importante resaltar que la Corte Constitucional ha manifestado en reiteradas 

ocasiones lo siguiente: 

 “La legitimación en la causa es una calidad subjetiva de las partes en relación con el interés 

sustancial que se discute en el proceso. Por tanto, cuando una de las partes carece de dicha calidad 

o atributo, no puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces simplemente declararse 

inhibido para fallar el caso de fondo. La legitimación pasiva se consagra como la facultad procesal 

que le atribuye al demandado la posibilidad de desconocer o controvertir la reclamación que el actor 

le dirige mediante la demanda sobre una pretensión de contenido material”.  

Igualmente, resulta pertinente resaltar que al respecto la jurisprudencia del Consejo de Estado ha 

señalado de manera reiterada, la importancia que se acredite el presupuesto de legitimación en la 

causa para que las partes puedan actuar dentro de un proceso, en este sentido está el 

pronunciamiento realizado mediante Sentencia del 25 de mayo de 2011, expediente: 20146 del 19 

de octubre de 2011, en los siguientes términos:  

“Con relación con la naturaleza jurídica de la noción de legitimación en la causa, en sentido amplio, 

la jurisprudencia constitucional se ha referido a ella, como la "calidad subjetiva reconocida a las 

partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso"3. De forma tal, que cuando 

una de las partes carece de dicha calidad o condición, no puede el juez adoptar una decisión 

favorable a las pretensiones demandadas4.  

Entendido así el concepto de legitimación en la causa, es evidente que cuando ella falte, bien en el 

demandante o bien en el demandado, la sentencia no puede ser inhibitoria, sino desestimatoria de 

las pretensiones aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la persona contra las que se 

adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación correlativa alegada.  

En base a los razonamientos antes planteados se colige, que sobre la Administradora Colombiana 

de Pensiones “COLPENSIONES”, no recae el deber o competencia para resolver de fondo lo 

pretendido en esta demanda, evidenciándose falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez 

que las peticiones recaen sobre COLFONDOS, pues si esta entidad traslada los dineros cotizados 

por la demandante, solo cuando ello suceda es que mi representada eventualmente tendría que 

realizar alguna acción o actividad respecto de la petición del demandante, mientras ello no sea así, 

nada puede hacer mi prohijada. 

Finalmente así lo apoya lo dicho en la sentencia SL 4360-2019, RADICACIÓN N.° 68852 

MAGISTRADA PONENTE: CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO, en consideración se tiene que: la 

ineficacia del traslado implica que los fondos de pensiones privados deban regresar la totalidad de 

los aportes sin ningún descuento en la medida que la ineficacia del acto de cambio de régimen 

pensional supone negarle efecto al traslado, tal situación sólo es posible bajo la ficción de que el 

mismo nunca ocurrió. Luego, si una persona estaba afiliada al régimen de prima media con 

prestación definida, ha de entenderse que nunca se cambió al sistema privado de pensiones, y si 

estuvo afiliado al régimen de ahorro individual con solidaridad, ha de darse por sentado que nunca 

se trasladó al sistema público administrado por Colpensiones. Por esto mismo, en tratándose de 

afiliados, la sala ha adoctrinado que los fondos privados de pensiones deben trasladar a 

                                                           
3 Corte Constitucional. Sentencia C- 965 de 2003. 
4 Consejo de Estado, sentencia de 25 de julio de 2011, expediente: 20.146. 
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Colpensiones la totalidad del capital ahorrado, junto con los rendimientos financieros. así mismo, ha 

dicho que esta declaración obliga las entidades del régimen de ahorro individual con solidaridad a 

devolver los gastos de administración y comisiones con cargo a sus propias utilidades, pues desde 

el nacimiento del acto ineficaz, estos recursos han debido ingresar al régimen de prima media con 

prestación definida administrado por Colpensiones”. 

BUENA FE DE COLPENSIONES. 

Se fundamente en que, a COLPENSIONES, no le está dado puede válidamente, argumentando 

motivos de equidad, desconocer la LEGISLACIÓN VIGENTE. 

Como institución de carácter público y perteneciente al Estado, tiene que someterse solamente al 

imperio de la ley, pues los servidores públicos no pueden, según la Constitución Política de 

Colombia, hacer sino lo que les está expresamente permitido, y entre esas cosas no está tomar 

decisiones en equidad. Lo contrario sería prevaricar. 

IMPOSIBILIDAD DE CONDENA EN COSTAS. 

Se eleva este planteamiento teniendo en cuenta lo siguiente: 

Las costas son ciertos gastos que se originan durante la tramitación de un procedimiento judicial, 

tales como:  

 La inserción de anuncios o edictos que obligatoriamente deban publicarse durante la 

tramitación del procedimiento. 

 Los honorarios de los peritos. 

 Las copias, certificaciones, notas, testimonios y documentos que se soliciten a los 

Registros Públicos, salvo que las solicite directamente el juzgado, en cuyo caso, serán 

gratuitos. 

 Los derechos arancelarios (gastos de notario). 

 Los honorarios del Abogado. 

El artículo 188 del CPACA por su parte dispone: 

“Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena 

en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.” 

Esta norma a su vez remite su tratamiento a la norma procedimental civil, esto es, a lo indicado por 

el Código General del proceso, compendio normativo que en el artículo 365 reza: 

“En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia la condena 
en costas se sujetará a las siguientes reglas: 
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1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva 
desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión que haya 
propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código. (Resaltado fuera de texto 
original). 
 
Además se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la 
formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o de amparo de pobreza, sin perjuicio 
de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe. 
 
2. La condena se hará en sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a aquella. 
 
3. En la providencia del superior que confirme en todas sus partes la de primera instancia se 
condenará al recurrente en las costas de la segunda. 
 
4. Cuando la sentencia de segunda instancia revoque totalmente la del inferior, la parte vencida será 
condenada a pagar las costas de ambas instancias. 
 
5. En caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá abstenerse de condenar en 
costas o pronunciar condena parcial, expresando los fundamentos de su decisión. 
 
6. Cuando fueren dos (2) o más litigantes que deban pagar las costas, el juez los condenará en 
proporción a su interés en el proceso; si nada se dispone al respecto, se entenderán distribuidas por 
partes iguales entre ellos. 
 
7. Si fueren varios los litigantes favorecidos con la condena en costas, a cada uno de ellos se les 
reconocerán los gastos que hubiere sufragado y se harán por separado las liquidaciones. 
 
8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la 
medida de su comprobación. (Resaltado fuera de texto original). 
 
9. Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no escritas. Sin embargo 
podrán renunciarse después de decretadas y en los casos de desistimiento o transacción.” 
 
La citada norma plantea las reglas a tener en cuenta para que se imponga o no condena en costas, 

y lo que primero ha de tenerse en cuenta es que el criterio para ello es objetivo, esto es, se impondrá 

condena en costas a la parte que resulte vencida en juicio, eso sí, siempre y cuando en el 

expediente aparezca evidencia su causación y en la medida que puedan ser comprobadas. 

La jurisprudencia5 es clara al sostener señalar el tenor literal de las normas transcritas, de lo que se 

colige que la parte a quien le resulte desfavorable la decisión judicial le ha de ser impuesta condena 

en costas, siempre que se cumpla la regla numero 8 indicada en el art. 365 del C.G.P., sin embargo, 

le pido señoría que ante un eventual fallo condenatorio se sirva no imponer costas, por cuanto ello 

                                                           
5 Sentencia Consejo de Estado, Sala de los Contencioso Adminstrativo Sección Cuarta, Rad.: 760012333000201200430-01 (21873)2012-

00430 DE 05 DE ABRIL DE 2018. 

CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN CUARTA Consejero ponente: JORGE OCTAVIO 
RAMÍREZ RAMÍREZ, sentencia del seis (6) de julio de dos mil dieciséis (2016) Radicado número: 250002337000-2012-00174-01 [20486]. 

Manual de Derecho Procesal Administrativo y Contencioso Administrativo, Tomo I, Volumen II, Iván Mauricio Fernández Arbeláez. 
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haría mucho más gravoso la afectación que le ocasiona el cumplimiento de sentencias a la 

sostenibilidad patrimonial y fiscal de COLPENSIONES.  

Adicionalmente le ruego señoría tener en cuenta si eventualmente el debate probatorio lleva al Juez 

de instancia al convencimiento que le asiste a la parte actora razón en su pretensión, se deberá en 

todo caso presumir la BUENA FE6 de la entidad demandada, a menos que se demuestre lo 

contrario7. 

"... Es claro que el legislador no ha querido en este caso aplicar un criterio absoluto para determinar 

a cargo de quien están las costas del proceso y, por lo tanto, no es la ausencia de razón en la 

pretensión u oposición lo que hace sujeto de sanción a la parte sino su conducta abusiva que 

implique un desgaste innecesario para la administración y para la parte vencedora" 

De otro lado,  la sala laboral de la Corte Suprema, magistrado ponente: Dr. GERMAN G. VALDES en 

sentencia del expediente 12736 del año 2000 y que es reconocida por ser la que cambió la 

jurisprudencia  de la indexación de la primera mesada pensional, claramente se nota que prohíja la 

tesis de la conducta asumida, y no el “pierde y paga”  por cuanto dispuso: “No se condenará en 

costas al actor ni en el recurso extraordinario ni en las instancias, lo primero porque el recurso 

extraordinario no fue originado por él y lo segundo por ser esta decisión el resultado de una 

modificación  de la jurisprudencia que sirvió de fundamento a las pretensiones de la demanda”.  

Así las cosas, no tiene soporte legal una condena por este hecho, pues la entidad que represento ha 

obrado de buena fe y apegada al ordenamiento jurídico vigente, COLPENSIONES actúa según lo 

ordena la característica filosófica de sus funciones y la ley, y no puede ejecutar hechos prohibidos 

por las leyes y menos violar sus propios reglamentos, como en el caso concreto de este proceso.   

PRESCRIPCIÓN. 

De todas las acciones y derechos reclamados y a los que eventualmente pudiera llegar a tener 

derecho el actor, y que no los solicitó dentro del término que para el efecto estableció la Ley 

sustancial Laboral y de Seguridad Social.  

COMPENSACIÓN. 

Se propone respecto de cualquier dinero ya percibido por la demandante respecto de las 

pretensiones incoadas en el libelo introductorio y en caso de que lleguen a prosperar las 

pretensiones de la misma. 

EXCEPCIÓN INNOMINADA. 

Respetuosamente se solicita a su señoría, que en atención a las facultades y poder concedidos por 

el ordenamiento jurídico que nos rige, de encontrar probados los hechos que constituyen una 

excepción, proceda a reconocerla. 

 

                                                           
6 Art. 80 del Código General del Proceso 
7 Consejo de Estado con Ponencia del Magistrado Ricardo Hoyos Duque, expediente 10918 de 1999, quien a su vez cita 
la sentencia radicada 10775 
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DE LAS PRUEBAS. 

1.- A LA DOCUMENTAL APORTADA POR EL DEMANDANTE. 
 
Solicito que los documentos emanados de terceros y aportados por la parte demandante sean 

ratificados por quien los suscribe. 

- Solicito su señoría se sirva citar a interrogatorio de parte a la demandante. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

Sustento de las afirmaciones plasmadas en la presente contestación en:  
 
Código Sustantivo del Trabajo y la Seguridad Social. 
Artículo 13 de la ley 100/93 modificado por el artículo 2 de la ley 797/03 -  
Sentencia C- 965 de 2003. 
Sentencias  T-422/11 y SU-062/10 – SU-130/13 
Sentencia C-086 de 2016 
SL 4360-2019. 
SL 421 de 2019 
SL 452 de 2019 
SL 688 de 2019 
SL 689 de 2019 
 
Todas aquellas normas concordantes y complementarias de las anteriores. 
 
Jurisprudencia y doctrina relativa a la materia de estudio. 
 

ANEXOS. 

1. Sustitución de poder debidamente otorgado con sus soportes. 

2. Historia laboral del demandante 

3. Expediente administrativo 

NOTIFICACIONES. 

La suscrita las recibirá notificaciones en la calle 18 No. 00-24 Barrio niño Jesús, calle real, correo 

electrónico mchaverramosquera@gmail.com, celular 3122989357. 

 

DEPENDIENTE JUDICIAL 

solicito respetuosamente que se acrediten ante su despacho como dependiente judicial al señor 

YEISON FERNANDO GONZÁLEZ CUESTA, identificado con cédula de ciudadanía N°1077446239 

y portador de la tarjeta profesional N°341.453, para que actúe ante su despacho judicial como 

dependiente Judicial con facultades para examinar el expediente judicial, conocer, revisar, sacar 
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copias, retirar oficios, despachos comisorios y de demás funciones de dependencia judicial e 

igualmente para conocer las fechas de las diligencias a las cuales debo asistir. 

 

De usted señoría con todo respeto, 

 
MAIRA LORENA CHAVERRA MOSQUERA 

C. C. No. 1.015.436.683 de Bogotá  

T. P. No. 281427 del C. S. de la J. 

Abogada externa MUÑOZ Y ESCRUCERIA S.A.S. 
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                            ME-JURM-SUA-7720-2023 
Señores  
JUZGADO 001 LABORAL DEL CIRCUITO DE QUIBDÓ 
E.S.D. 
 
 
 
 
 
 
 
 
ELIANA MORENO PEDROZA, mayor de edad, identificada como aparece al pie de mi respectiva firma, actuando 
en mi calidad de Representante Legal de la Sociedad MUÑOZ Y ESCRUCERIA S.A.S. con NIT.: 900.437.941-7 
quien a su vez, actúa como Apoderada General de LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES, según E.P. No. 3374 de fecha 2 de Septiembre de 2019 de la Notaria 9ª del Circulo Notarial de 
Bogotá D.C la cual fue reformada por Acta No. 024 del 25 de julio de 2022, de Asamblea De Accionistas, inscrito 
en esta Cámara de Comercio el 04 de agosto de 2022 con el No. 14439 del Libro IX., por medio del presente escrito, 
concurro a su Honorable Despacho con el fin de manifestar que conforme a las facultades conferidas SUSTITUYO 
el poder especial otorgado, por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, al 
Abogado MAIRA LORENA CHAVERRA MOSQUERA, abogada en ejercicio, identificada como aparece al pie de 
su correspondiente firma, para que continúe con la representación y gestión del mandato encomendado, respecto 
del proceso de la referencia en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES.  
 
Desde ya manifiesto que la sustitución de representación judicial que aquí se realiza al apoderado arriba 
referenciado, se realiza con las mismas facultades conferidas en el poder inicial conferido por la demandada, estas 
son desistir, conciliar, transigir y sustituir, consagradas en el artículo 77 del C.G.P. aplicado por analogía al 
procedimiento Laboral de tal manera que no pueda alegarse insuficiencia del mandato, previa autorización expresa 
de la Entidad que represento. 
 
Respetuosamente solicito a su señoría, reconocer personería al profesional del derecho anteriormente referido en 
los términos aquí indicados. 
 
Atentamente,  
        
 
 
 
ELIANA MORENO PEDROZA 
C.C. 43.921.415 de Bello (Ant) 
T.P. 173.191 del C.S de la J. 
coordinadorac@munozmontilla.com 
 
Acepto,  

 
 

 

MAIRA LORENA CHAVERRA MOSQUERA 

C.C. N° 1015436683 de Bogotá 

T.P. N° 281427 del C. S. de la Judicatura. 

mchaverramosquera@gmail.com  

REFERENCIA:  ORDINARIO LABORAL 

DEMANDANTE: LUISA CHAVERRA POTES 

CEDULA 54252805 

DEMANDADO: COLPENSIONES 

RADICADO: 27001310500120230016400 

BIZAGI: 2023_17139649 
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